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PROYECTO DE LEY

EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY:
ARTÍCULO 1°: Modifícase el artículo 96 del Decreto-Ley Nº 7647/70 (Procedimiento Administrativo), el que quedará redactado de la siguiente forma: 
Artículo 96: Cuando el recurso se deduzca contra actos dictados de oficio, comprendiendo los que rescindan, modifiquen o interpreten contratos administrativos, podrá ofrecerse prueba de acuerdo con los artículos 55 y 56.

Si los actos referidos en el artículo 95 y el presente emanaren del gobernador de la Provincia, sólo procederá el recurso de revocatoria facultativo, en cuyo caso el plazo para la promoción de la acción judicial, fijado por el artículo 18 del Código de Procedimiento en lo Contencioso Administrativo, comenzará a correr a partir del día siguiente al de la fecha de la notificación de la decisión administrativa por la que se rechace el recurso.
ARTÍCULO 2°: De forma.
FUNDAMENTOS
El artículo 96, segundo párrafo del Decreto-Ley Nº 7647/70 (Procedimiento Administrativo), establece que contra los de actos de alcance general, como así también contra los dictados de oficio, emanados del gobernador de la Provincia, sólo procederá el recurso de revocatoria, cuya decisión será definitiva y causará estado.

Esta disposición, guardaba coherencia con lo establecido por el artículo 28 y concordantes del antiguo Código de Procedimiento en lo Contencioso Administrativo (Ley Nº 2961), que exigía como condición “sine qua non” para habilitar la instancia judicial, el agotamiento de la vía administrativa.
Ahora bien, en consonancia con lo preceptuado por el artículo 166 “in fine” de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, el nuevo Código de Procedimiento en lo Contencioso Administrativo (Ley Nº 12.008 y sus modificatorias), ha fijado supuestos en los que no resulta necesario agotar la vía administrativa para dejar expedita la instancia judicial.
Entre estos casos, se encuentra el del cuestionamiento de un acto administrativo definitivo de alcance particular, dictado por la autoridad jerárquica superior con competencia resolutoria final o por el órgano con competencia delegada, sea de oficio o con la previa audiencia o intervención del interesado (Conf. Art. 14 apartado 1.-, inciso “a”), como así también el supuesto en que se impugnare directamente un acto administrativo de alcance general emanado de la autoridad jerárquica superior o del órgano con competencia delegada por aquella (Conf. Art. 14 apartado 1.-, inciso “c”), del Código de Procedimiento en lo Contencioso Administrativo. 
En atención a lo expuesto, el recurso de revocatoria al que alude el artículo 96, segundo párrafo, del Decreto-Ley Nº 7647/70, se ha convertido en un recurso meramente facultativo, habida cuenta que las decisiones administrativas emanadas del gobernador, en su condición de Jefe de la Administración de la Provincia (Conf. Art. 144 de la Constitución), encuadran dentro de las excepciones al agotamiento de la vía administrativa, aludidas en el párrafo precedente.

Ahora bien, el actual estado de cosas genera una situación de incertidumbre que compromete el derecho de defensa, ya que existe un vacío legislativo respecto al momento en que nace el plazo establecido por el artículo 18 de la Ley Nº 12.008 (Texto según Ley Nº 13.101), para interponer la demanda, en el caso en que se haya articulado un recurso de revocatoria facultativo, como lo es en la actualidad el previsto por el artículo 96, segundo párrafo, del Decreto-Ley Nº 7647/70, ya que no queda debidamente claro si un recurso potestativo constituye o no un remedio “procedente” en los términos del citado artículo 18.
Asimismo, corresponde señalar que no arroja claridad sobre este particular la jurisprudencia de nuestro Máximo Tribunal, desde el momento en que el criterio de la Suprema Corte de Justicia sobre esta cuestión ha sido fluctuante, ya que en una primera etapa sostuvo que si el acto administrativo provenía de la máxima autoridad jerárquica, y era dictado previa audiencia del interesado, quedaba agotada la vía administrativa, no resultando preciso interponer recurso de revocatoria. Por otra parte, sí era obligatoria su interposición cuando se trataba de un acto dictado de oficio.

Posteriormente, la S.C.B.A. en la causa "Giménez", modificó el criterio expuesto en el párrafo precedente, estableciendo que resultaba necesario en todos los casos la interposición del recurso de revocatoria, resultando por ende irrelevante que haya habido o no intervención o audiencia previa del interesado. Años mas tarde, el Máximo Tribunal volvió a retomar su criterio original en las causas "Bretal" y "Paico S.A.C.I.", entre otras, al sostener que a los efectos del agotamiento de la vía administrativa, el recurso de revocatoria sólo resultaba de interposición obligatoria respecto de los actos de alcance general o dictados de oficio por el órgano superior, en los términos de los artículos 95 y 96 del Decreto-Ley Nº 7647/70, más no cuando se trataba de actos administrativos dictados previa audiencia o intervención del interesado, en cuyo caso la revocatoria perdía su carácter de obligatoria, para convertirse en una presentación meramente facultativa.

Por último, la S.C.B.A. en ocasión de pronunciarse en la causa "Lesieux", vuelve al criterio restrictivo sostenido en la causa "Giménez", al considerar que la articulación del recurso de revocatoria constituía una condición "sine qua non", para la habilitación de la instancia judicial, con la sola salvedad de aquellos actos que desestimen un recurso jerárquico.   

Cabe señalar en esta ocasión, que la cuestión había quedado definitivamente zanjada en el texto original de la Ley Nº 12.008, cuyo artículo 14, apartado 1., inciso a), establecía: “. . .1. Sin perjuicio de los demás requisitos previstos en el presente Código, será necesario agotar la vía administrativa como requisito de admisibilidad de la pretensión procesal, en los siguientes supuestos: a) Cuando el objeto de la pretensión consista en la anulación de un acto administrativo de alcance particular, que revista la condición de definitivo y que no emanare de la autoridad jerárquica superior con competencia resolutoria final o del órgano con competencia delegada por aquella. Si el acto administrativo definitivo hubiera sido dictado por la autoridad jerárquica superior con competencia resolutoria final o por el órgano con competencia delegada sea de oficio o con la previa audiencia o intervención del interesado, se considerará que ha agotado la vía administrativa, sin que resulte necesario a tal fin la interposición y decisión, expresa o por silencio, de un recurso administrativo en su contra. En tal supuesto el recurso administrativo, aunque estuviere reglado, se considerará de ejercicio meramente facultativo para el interesado. A todos los efectos previstos en este Código, se asimilan a definitivos aquellos actos administrativos que, sin resolver directamente sobre el fondo del asunto debatido, ponen fin al procedimiento, impiden tramitar la petición planteada en sede administrativa o generan indefensión". 

Con esta redacción original del Código de Procedimiento en lo Contencioso Administrativo, quedaba disipada toda duda con relación al tema que nos ocupa, ya que resultando facultativo para el administrado la articulación del recurso de revocatoria, quedaba claro que el plazo de caducidad para la promoción de la acción contenciosa administrativa, fijado por el artículo 18 del Código, comenzaba a correr a partir del día siguiente al de la fecha de la notificación del acto administrativo que rechazaba el recurso. 
Lamentablemente, en ocasión de reformarse el artículo 14 del Código por la Ley Nº 13.101, el legislador omitió incluir la referencia que hacía el texto anterior al carácter potestativo del recurso de revocatoria en caso de no resultar necesario agotar la vía administrativa para acceder a la justicia, por lo que el tema que nos ocupa volvió a reflotar, resultando necesario despejar la incertidumbre que pesa sobre esta cuestión.

Todo ello, nos lleva a proponer la modificación del artículo 96, segundo párrafo del Decreto-Ley Nº 7647/70, adaptándolo a las prescripciones del Código ritual.

Por los motivos expuestos, a la Honorable Cámara solicito, dé aprobación al anejo Proyecto de Ley.

